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Providencia: 


SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Temas:

1. Las exclusiones en el contrato de seguro, deben quedar claramente definidas en la respectiva póliza o en sus anexos. 



2. De conformidad con lo establecido en el artículo 1049 del C. Co., los anexos de un contrato de seguro deben indicar la identidad precisa de la póliza a que acceden, lo que no ocurrió en este asunto, pues el documento aportado como anexo no contiene identificación alguna y además, carece de firma que avale su veracidad. 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, doce de noviembre de dos mil nueve
Acta número 0067 del 12 de noviembre de 2009
En la fecha, siendo las tres de la tarde, tal como oportunamente se programara, esta Sala y su Secretaria, se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver el recurso de apelación propuesto en contra de la sentencia dictada el 27 de marzo pasado, por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira y que le puso fin a la primera instancia del proceso ordinario laboral que Ángel Marino Jaramillo Gómez le promueve a Daniel Vargas Lozano y la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A.
El proyecto de decisión final presentado por el  ponente tal como consta en el acta referenciada fue discutido y aprobado por los demás miembros de la colegiatura y da cuenta de estos

ANTECEDENTES

Manifiesta el actor, actuando por intermedio de apoderado judicial debidamente constituido, que fue contratado verbalmente por Daniel Vargas Lozano para realizar las obras identificadas en el contrato No. 055 de 2005, suscrito entre éste y la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira; que dicho contrato se mantuvo entre el 23 de octubre de 2005 y el 15 de mayo de 2006 cuando fue terminado de manera unilateral e injusta por el empleador; que a la terminación del contrato no le canceló la correspondiente liquidación de prestaciones sociales; que la Empresa de Acueducto y Alcantarillado tiene dentro de sus funciones y objeto propio las labores contratadas y es la beneficiaria de la garantía obligatoria obtenida por el contratista en cumplimiento de lo previsto en la Ley 80 de 1993 y que; agotó ante la entidad oficial la correspondiente reclamación administrativa. 
Con sustento en esa breve relación de hechos, pretende que se declare la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido con Daniel Vargas Lozano y la solidaridad existente entre éste y la Empresa demandada para el pago de las obligaciones surgidas de dicho contrato que consisten en las indemnizaciones por despido injusto y la moratoria; el valor correspondiente a cesantías, a los intereses a las cesantías y su correlativa sanción por mora en el pago, primas de servicios, auxilio de transporte y vacaciones por todo el tiempo de servicios, valores que deben ser indexados desde la fecha de causación hasta aquella en la que se produzca el pago respectivo; que se reconozcan además los derechos que lo favorezcan conforme a las facultades ultra y extra petita y que se condene a la demandada al pago de costas procesales. 

La demanda fue admitida por auto del 31 de julio de 2007, ordenándose en la misma providencia correr el respectivo traslado a los demandados, fl. 16. 
La Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. E.S.P., por intermedio de su representante legal y con la debida asesoría profesional le dio respuesta a la acción, fls. 26-41; pronunciándose respecto a los hechos de la demanda, oponiéndose a las pretensiones en ella contenidas y, en el mismo escrito de respuesta, llamando en garantía a la compañía Aseguradora de Fianzas Confianza, en virtud de la póliza de cumplimiento 23 CU002283. 
El codemandado Daniel Vargas Lozano guardó silencio en el término concedido. 

Vinculada al proceso, la llamada en garantía Confianza S.A. en forma oportuna dio respuesta, manifestando respecto a los hechos de la demanda inicial que no le consta ninguno de ellos y se opuso a las pretensiones de dicha  acción; se opuso igualmente al llamamiento incoado en su contra. Presentó como excepciones al mismo, las que denominó “Improcedencia del llamamiento en garantía en el proceso laboral; Imposibilidad de afectación de la garantía única de cumplimiento N. CU-002283 frente a las pretensiones de la demanda; Inexistencia de obligación a cargo de Confianza S.A., por la no concurrencia del riesgo asegurado; Ausencia de cobertura respecto de los hechos y las pretensiones solicitadas en la demanda; Inexigibilidad de indemnización por ausencia de solidaridad laboral; Inexistencia de despido injusto falta de prueba del mismo; Prescripción de la acción laboral; Compensación; Inexigibilidad del cobro conjunto de indemnización moratoria e indexación; Límite máximo-valor asegurado y la Genérica”. Fls. 73 a 81.  

La conciliación fracasó y luego de superadas otras etapas se abrió el debate a prueba, decretando las que a las partes interesaron, fl. 89.

El proceso fue remitido al Juzgado Segundo de Descongestión, fl. 141, y devuelto luego de practicar algunas probanzas con motivo de su desaparición, fl. 171. 

La audiencia de juzgamiento se realizó el 27 de marzo de 2009, en ella la Juez de primera instancia luego de declarar la existencia del contrato de trabajo entre el señor Ángel Marino Jaramillo Gómez y el contratista Daniel Vargas Lozano, condenó a éste último a cancelarle al primero los valores correspondientes a auxilio de transporte, cesantías, intereses a las cesantías, primas de servicio, vacaciones, indemnización por despido injusto y la moratoria;  declaró igualmente que la sociedad demandada es solidariamente responsable de tales obligaciones en calidad de propietaria y beneficiaria de la obra y; finalmente que la llamada en garantía Compañía Aseguradora de Fianzas Confianza debe responder por las obligaciones amparadas con la póliza número 23-CU0022528, en las cuantías y proporciones allí determinadas y que sean atendidas por el asegurado o beneficiario. Condenando por último en costas procesales a la parte demandada en un 90% de las causadas, a favor del demandado (debió ser del demandante), fls. 174-187. 

Inconformes con la decisión, las apoderadas de la Empresa demandada y de la llamada en garantía,  interpusieron el recurso de apelación en su contra, recurso que sólo fue sustentado por esta última, fl. 189. Concedido el recurso, se envió el proceso a esta Sede, en donde a las partes se les corrió el traslado de rigor. 

Como dentro de lo actuado no hay vicio que lo anule, se desata con apoyo en estas

CONSIDERACIONES  

Están reunidos los presupuestos procesales de competencia, capacidad para ser parte y comparecer en juicio y demanda en forma.

Corresponde pues, dictar sentencia de mérito.

La inconformidad de la aseguradora Confianza S.A. tiene que ver, exclusivamente, con la obligación impuesta en su contra de cancelar una indemnización moratoria, que no está contenida dentro de los conceptos amparados en la póliza CU002283. 

Expresa  que aunque la sentencia no señala expresamente tal condena en cabeza de su procurada, si dejó la puerta abierta para que así se entienda, por lo que solicita la revocatoria del fallo en lo que a condena por sanción moratoria se refiere, respecto de la aseguradora en mención. 
Indica que la falladora de primera instancia no se ocupó de analizar las argumentos propuestos en su defensa, ni expresó con claridad los límites establecidos en el contrato de seguro, pactados en las condiciones generales de la póliza, que hacen parte integrante del contrato de seguro y deben ser acatados tanto por las partes como por los terceros y dentro de los cuales se halla, la indemnización moratoria de que trata el artículo 65 C.S.T., fl. 195.  

Agrega que en el escrito de contestación del llamamiento, al cual se adjuntó la póliza y su clausulado se propuso la excepción de “Imposibilidad de afectación de la garantía única de cumplimiento N. CU-0002283 frente a las pretensiones de la demanda por ausencia de cobertura” y la juez no reparó que el alcance del amparo en esos documentos contenidos, sólo cubre las establecidas en el artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo y de esa manera se explicó, de tal forma que cualquier otro concepto o pretensión, entre ellas, la sanción moratoria de que trata el artículo 65 Ibídem,  no se encuentra protegido por Confianza S.A., cita la respectiva cláusula y jurisprudencia con las cuales pretende avalar su posición. 
De las anteriores manifestaciones, se extraen dos problemas jurídicos que pueden proponerse con los siguientes interrogantes; 

1. ¿Cómo se determinan las exclusiones en un contrato de seguro?.
2. ¿Puede entenderse como parte integral del contrato de seguro en mención, un documento que no está debidamente identificado respecto a la póliza a la que accede y que además, carece de firma?.
Para resolver tales cuestionamientos, debe decir en primer lugar la Sala, que no comprende en realidad el objeto de la alzada, como quiera que el fallo que se revisa fue bien claro en determinar que “…la llamada en garantía sociedad COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS “CONFIANZA”, debe entrar a responder por las obligaciones amparadas con la póliza número 23-CU002228, en las cuantías y proporciones allí determinadas  y que sean atendidas por el asegurado o beneficiario”. (ordinal séptimo). 

Es decir, la juez a quo determinó con precisión, que las obligaciones por las cuales debe responder la aseguradora son las amparadas en la póliza en mención, en las cuantías y proporciones en ella determinadas, sin que pueda agregarse a esa decisión cuestiones no dispuestas en ella, tales como que la aseguradora debe cumplir obligaciones distintas a las pactadas entre las partes que suscribieron dicho contrato de seguro. 

Sin embargo, si en gracia de discusión se aceptara que la preocupación de la apelante tiene origen cierto, esto es, que del fallo puede entenderse que la aseguradora está obligada a cancelarle a la codemandada Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. E. S. P., la totalidad de los valores que deban ser cancelados por esta entidad al actor, aún los no amparados, surgen entonces los problemas jurídicos a los que se ha hecho mención y por tanto a resolverlos se dedicará la Sala a continuación.

Para solucionar el primero de ellos, esto es, la forma como se determinan las exclusiones en un contrato de seguros, debe acudirse a las previsiones del Código de Comercio, que regula tales contratos y que a partir del Título V, y para lo que interesa en este asunto, dispone que el seguro es un contrato consensual, bilateral, oneroso, aleatorio y de ejecución sucesiva (Art. 1036);  al ser consensual se entiende que las partes contratantes acuerdan de manera voluntaria los riesgos que se protegen con el seguro y las exclusiones del mismo.

La misma jurisprudencia citada por la apoderada de Confianza S.A., pero en otro de sus apartes, orienta a la Sala, respecto a la respuesta que debe dársele a ese primer problema jurídico. El aparte es el siguiente:
“En armonía también con las orientaciones generales ofrecidas en el numeral anterior, la Corte ha deducido como requisito ineludible para la plena eficacia de cualquier póliza de seguros, la individualización de los riesgos que el asegurador toma sobre sí (CLVIII, pág. 176), y ha extraído, con soporte en el artículo 1056 del Código de Comercio, la vigencia en nuestro ordenamiento “de un principio común aplicable a toda clase de seguros de daños y de personas, en virtud del cual se otorga al asegurador la facultad de asumir, a su arbitrio pero teniendo en cuenta las restricciones legales, todos o algunos de los riesgos a que están expuestos el interés o la cosa asegurados, el patrimonio o la persona del asegurado”
.

Es decir, tanto los riesgos amparados como los excluidos deben quedar claramente establecidos y estar contenidos en la póliza o en los documentos que hacen parte integrante del contrato de seguro.  
En el caso que ocupa la atención de esta Corporación, la recurrente indica que la indemnización moratoria (prevista en el artículo 65 del C.S.T.) no hace parte de los riesgos amparados en el seguro adquirido a favor de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado, para garantizar el contrato de obra No. 055 de 2005, suscrito con el señor Daniel Vargas Lozano, por cuanto “de acuerdo a lo pactado en las condiciones generales de la póliza, que hacen parte integrante del contrato de seguro…” se establecieron ciertos límites, la mencionada sanción es uno de ellos. Y es allí cuando surge ese segundo problema, ¿Puede entenderse como parte integral del contrato de seguro en mención, un documento que no está debidamente identificado respecto a la póliza a la que accede y que además, carece de firma?.
Pues bien, verificado el mencionado documento que obra a folios 47, 82 y 114 del expediente, encuentra la Sala, que en el formato contentivo de la póliza se establecen como riesgos amparados el “pago de salarios, prestaciones sociales, inde” (SIC)  por valor de $33.796.440.00, nada más se dice y tampoco se consagra en el texto, que la referida sanción moratoria esté excluida del amparo.

El artículo 1049 del Código de Comercio establece que los anexos “deberán indicar la identidad precisa de la póliza a que acceden”,  lo que no ocurrió en este caso, el documento aportado por la llamada en garantía como anexo de la póliza, fl. 83, denominado “Garantía de cumplimiento a favor de entidades particulares”, no cumple tal requisito y, además, ni siquiera se sabe quien autoriza tal documento toda vez que carece de firma (fl. 84 vuelto), sin que pueda decirse que de esa manera expide Confianza S.A. los anexos en los contratos de seguro, por cuanto revisados los documentos que obran a partir del folio 114, entre ellos la póliza de seguro de responsabilidad civil extracontractual identificada con el número 23 RO002210, adquirida por el contratista Vargas Lozano para amparar otros riesgos del mismo contrato número 055 de 2005, y sus anexos, se observa que los mismos cumplen con todos los presupuestos que se echan de menos en el supuesto anexo de la póliza 23 CU 002283. 

La respuesta a ese segundo interrogante es entonces negativa; no puede entenderse como parte integrante del contrato de seguros adquirido para amparar las prestaciones sociales, los salarios y las inde…(mnizaciones), un anexo carente de identificación y por tanto de certeza respecto a la póliza que accede, y que además no ha sido suscrito por persona autorizada, por tanto no podría decirse que la indemnización moratoria de que trata el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo quedó excluida de dicho seguro.

En ese orden de ideas, se despachará desfavorablemente el recurso de apelación incoado, primero porque carece de fundamento habida cuenta que la sentencia que se ataca fue clara en establecer cual es la responsabilidad de la aseguradora y segundo, porque no existe documento válido y legal que establezca la exclusión que se pretenda sea declarada con certeza en esta instancia. 
Costas en esta instancia no se causaron.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia que por apelación ha revisado.
Costas por la actuación en esta sede no se causaron. 
Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se levanta y  firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

CONSUELO PIEDRAHITA ALZATE
Secretaria  

� C. S. J. Sala de Casación Civil. Sentencia del 24 de mayo de 2005. M.P. Dr. Pedro Octavio Munar Cadena. Expediente No. 7495.





